
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / FRENTE A LA SECRETARÍA MUNICIPAL DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL Y LA FIDUPREVISORA / PAGO PRESTACIONES SOCIALES / TRÁMITE LEGAL QUE DEBE DARSE A LA SOLICITUD.
… la Corte Constitucional ha dejado claro que:

“El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado”. (…)
También es pertinente memorar el trámite administrativo que se sigue para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y que está regulado en el Decreto 1272 del 2018…
… con respecto a la Secretaría de Educación de Risaralda, está probado que en favor de la señora Múnera Moncada, se radicó un derecho de petición… el 13 de septiembre del año 2019, cuyo propósito era que se diera cumplimiento a una sentencia judicial proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Pereira el 23 de octubre del 2018…
Frente a lo cual la dependencia guardó silencio y de lo que reposa en el cartulario es imposible colegir que le hubiera dado algún trámite. Ante ese panorama, no hay duda que la Secretaría de Educación violentó la prerrogativa invocada y es menester compelerla, no para que conteste de fondo y congruentemente la petición de la demandante como se ordenó en primera instancia, sino para que le dé el trámite que corresponde, al tenor de la normativa transcrita, de lo cual deberá dar cuenta a la accionante.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero veinte del dos mil viente 
Expediente 66001-31-10-003-2019-00546-01
Acta N° 006 del 20 de enero del 2020
Procede la Sala a decidir la impugnación formulada contra la sentencia dictada el 20 de noviembre del 2019, proferida por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la presente acción de tutela promovida por Lida Aseneyda Múnera Moncada contra la Secretaría de Educación de Risaralda, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A.
ANTECEDENTES

  



Con el fin de lograr la protección de su derecho fundamental de petición, la señora Múnera Moncada, por conducto de apoderado judicial, accionó contra las autoridades que acaban de citarse. 




Expuso, en síntesis, que inició y llevó hasta su terminación ante el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Pereira un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho, para la debida liquidación de la pensión de jubilación, donde obtuvo un fallo favorable en primera y segunda instancia. 




El 13 de septiembre de 2019, radicó un derecho de petición dirigido al Ministerio de Educación Nacional – Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio – Fiduprevisora S.A., por medio del cual pidió que se diera cabal cumplimiento al fallo judicial, frente al cual no ha recibido respuesta.




Solicitó, en consecuencia, ordenar a las accionadas contestar de fondo la petición y expedir el acto administrativo del reconocimiento del derecho estipulado en el fallo judicial. 

  



En primera instancia se dispuso dar trámite a la tutela contra las entidades y se requirió a la parte actora para que arrimara le derecho de petición radicado ante la Fiduprevisora S.A. (f. 10, c. 1); ante ello, la demandante se pronunció explicando que, de conformidad con el artículo 56 de la Ley 965 del 2005, solo basta que el derecho de petición se radique ante la Secretaría de Educación, por cuanto es obligación de esta remitirla a las demás entidades (f. 13, c. 1). 





La entidad fiduciaria presentó una explicación en torno a la naturaleza jurídica de esa entidad y sobre el procedimiento para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del FOMAG. También adujo que el proceso ejecutivo es el mecanismo idóneo para conseguir el cumplimiento de una sentencia judicial, no la acción de tutela que se rige por el principio de subsidiaridad (f. 16, c. 1). 
Sobrevino el fallo de primera instancia, donde se concedió la protección, ordenándole a la Secretaría de Educación de Risaralda contestar el petitorio cuya radicación se acreditó en el expediente; asimismo se desvinculó a la Fiduprevisora S.A., habida cuenta de que quedó sin probarse que ante esa entidad se hubiera presentado alguna solicitud (f. 19, c. 1). 
Impugnó la demandante para exigir que la orden se dirija también contra la entidad fiduciaria, pues de conformidad con lo reglado en el artículo 56 de la Ley 962 del 2005 y el Decreto 2831 del 2005, no es necesario radicar el mismo derecho de petición en cada una de las entidades, dado que la Secretaría de Educación debe recibir las solicitudes relacionadas con las prestaciones sociales de los docentes y remitirlas perentoriamente para su estudio con destino a la Fiduprevisora S.A. (f. 30, c. 1). 
CONSIDERACIONES

Desde 1991, con la entrada en vigencia de la Constitución Política, el constituyente incluyó en el derecho positivo nacional la acción de tutela como un mecanismo preferente y sumario destinado a la protección de los derechos fundamentales de las personas, por parte de los jueces, cuando quiera que ellos se hallen amenazados o vulnerados por la acción o la omisión de una autoridad, o de un particular en ciertos eventos. 

  



Acude en esta oportunidad la señora Múnera Moncada, en procura de la protección del derecho fundamental de petición, bajo la premisa principal de que las autoridades convocadas, no han emitido respuesta a un derecho de petición que radicó, desde el 13 de septiembre del 2019. 

  



Preliminarmente, se recuerda que sobre la salvaguarda del derecho de petición, la Corte Constitucional ha dejado claro que
:





“El derecho de petición, según la jurisprudencia constitucional, tiene una finalidad doble: por un lado permite que los interesados eleven peticiones respetuosas a las autoridades y, por otro, garantiza una respuesta oportuna, eficaz, de fondo y congruente con lo solicitado. Ha indicado la Corte que “(…) dentro de sus garantías se encuentran (i) la pronta resolución del mismo, es decir que la respuesta debe entregarse dentro del término legalmente establecido para ello; y (ii) la contestación debe ser clara y efectiva respecto de lo pedido, de tal manera que permita al peticionario conocer la situación real de lo solicitado”
. En esa dirección también ha sostenido que a este derecho se adscriben tres posiciones
: “(i) la posibilidad de formular la petición, (ii) la respuesta de fondo y (iii) la resolución dentro del término legal y la consecuente notificación de la respuesta al peticionario”
.
”





También es pertinente memorar el trámite administrativo que se sigue para el reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y que está regulado en el Decreto 1272 del 2018, que al respecto dispone y en lo pertinente:





Artículo 2.4.4.2.3.2.1. Radicación de las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas. Las solicitudes de reconocimiento de prestaciones económicas a cargo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio deben ser presentadas, ante la última entidad territorial certificada en educación que haya ejercido como autoridad nominadora del afiliado, de acuerdo con el formulario adoptado para el efecto por la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 





(…)





Artículo 2.4.4.2.3.2.2. Gestión a cargo de las Secretarías de Educación. La atención de las solicitudes relacionadas con las prestaciones económicas que reconoce y paga el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio será efectuada a través de la entidad territorial certificada en educación o la dependencia que haga sus veces. 





Para tal efecto, la entidad territorial certificada en educación correspondiente, a la que se encuentre vinculado el docente, deberá: 





1. Recibir y radicar, en estricto orden cronológico, las solicitudes relacionadas con el reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con los formularios que adopte la sociedad fiduciaria encargada del manejo de los recursos de dicho Fondo. 





2. Expedir, con destino a la sociedad fiduciaria y conforme a los formatos únicos por esta adoptados, certificación de tiempo de servicio y régimen salarial y pres​tacional del docente peticionario o causahabiente, de acuerdo con la normativa vigente. 





3. Subir a la plataforma que se disponga para tal fin el proyecto de acto admi​nistrativo debidamente digitalizado con su respectivo expediente para que sea revisado por la sociedad fiduciaria. 





4. Suscribir el acto administrativo de reconocimiento de prestaciones económicas, de acuerdo con lo dispuesto en las Leyes 91 de 1989 y 962 de 2005 y las normas que las adicionen o modifiquen, y surtir los trámites administrativos a que haya lugar, en los términos y con las formalidades y efectos previstos en la ley y en esta Subsección. 





5. Remitir a la sociedad fiduciaria copia de los actos administrativos de reconoci​miento de prestaciones económicas, junto con la respectiva constancia de ejecu​toria para efectos del pago. 





Parágrafo. Todos los actos administrativos que sean expedidos por la entidad territorial certificada en educación, a través de los cuales se reconozcan prestaciones económicas a los afiliados al Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, deberán contar con la aprobación previa por parte de la sociedad fiduciaria, so pena de incurrir en las responsabilidades de carácter disciplinario, fiscal y penal correspondientes. 





En el caso concreto, el Juzgado de primer grado, se dijo, halló que la Secretaría de Educación de Risaralda omitió dar contestación al derecho de petición que radicó la accionante ante esa entidad territorial y, en tal virtud, le ordenó responderla. Sin embargo, como quedó sin demostrarse que se hubiera presentado la solicitud ante la fiduciaria, la desvinculó, comoquiera que entendió que el amparo frente a esa entidad era improcedente por carecer del presupuesto de la subsidiaridad. 





Y con esa resolución, desde ya se anuncia, en parte, coincide la Sala.





En efecto, con respecto a la Secretaría de Educación de Risaralda, está probado que en favor de la señora Múnera Moncada, se radicó un derecho de petición en el edificio de la Gobernación de Risaralda, donde está la sede de dicha cartera, el 13 de septiembre del año 2019, cuyo propósito era que se diera cumplimiento a una sentencia judicial proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Pereira el 23 de octubre del 2018, y que se pagaran los intereses de la pensión de jubilación a partir de la ejecuroria de la sentencia (f. 3 y 4, c. 1).




Frente a lo cual la dependencia guardó silencio y de lo que reposa en el cartulario es imposiblre colegir que le hubiera dado algún trámite. Ante ese panorama, no hay duda que la Secretaría de Educación violentó la prerrogativa invocada y es menester compelerla, no para que conteste de fondo y congruentemente la petición de la demandante como se ordenó en primera instancia, sino para que le dé el trámite que corresponde, al tenor de la normativa transcrita, de lo cual deberá dar cuenta a la accionante. En ese sentido se modificará la orden impartida en el fallo impugnado. 





Por otra parte, en lo que atañe a la Fiduprevisora S.A., al llegar al análisis de la subsidiaridad, encuentra la Colegiatura, que si bien es cierto, tal como acaba de destacarse en la norma transcrita, es deber de la Secretaría de Educación recibir la solicitud prestacional de la docente y remitir su expediente a la fiduciaria para su estudio y aprobación, también lo es, que en los cuadernos de esta acción de tutela es inexistente alguna prueba que permita tener certeza de que los documentos de la actora ya arribaron a la entidad fiduciaria.





Así que, por lo pronto, y en el estado actual de las cosas, es improcedente impartir cualquier orden contra la Fiduprevisora S.A., pues se estaría concluyendo, anticipadamente, que esa entidad va abstenerse de darle el trámite que corresponde a la solicitud cuando la reciba.  




Y es que a pesar de la informalidad que caracteriza este tipo de trámites, es menester, por lo menos, acreditar que la petición haya sido conocida por quien se demanda, para que en sede constitucional pueda valorarse el presunto menoscabo a las prerrogativas fundamentales, derivado de la supuesta omisión.

  



Hay que relievar que en casos similares este Tribunal le ha ordenado a la Fiduprevisora S.A., adelantar diligencias que atañen con peticiones análogas a las de la aquí actora, sin embargo, en esos casos, mediaba la certeza de que la petición ya le había llegado y esta había omitido contestarla al tenor de los lineamientos jurisprudenciales que para el efecto ha establecido la Corte Constitucional
. 




En suma, se confirmará la sentencia impugnada, que con atino, le ordenó únicamente a la Secretaría de Educación de Risaralda dar trámite a la petición, pues de las probanzas del cartulario, solo emerge su omisión.

DECISIÓN

Por lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal  Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la Republica de Colombia y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia proferida el 20 de noviembre del 2019, por el Juzgado Tercero de Familia de Pereira, en la presente acción de tutela iniciada por Lida Aseneyda Múnera Moncada contra la Secretaría de Educación de Risaralda, el Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio y la Fiduprevisora S.A., pero con la modificación de que la orden se extiende para que le dé el trámite que corresponda a la petición elevada y le informe a la accionante sobre el mismo. 
   



Notifíquese esta decisión a las partes y demás interesados, en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992; oportunamente remítase el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
A su regreso, archívese. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA






      Ausencia justificada
� Sentencia T-206/18


� Sentencia T-376/17


� Corte Constitucional. Sentencia C-951 de 2014


� Los elementos han sido reseñados en las sentencias T-814/05, T-147/06, T-610/08, T-760/09, C-818/11, C-951/14, entre otras


� Sentencia T-206/18


� Sentencia del 12 de noviembre del 2019, Expediente 66001-31-03-001-2019-00451, M.P. Jaime Alberto Saraza Naranjo. Sentencia del 1° de noviembre del 2019,  Expediente 66001-31-03-001-2019-00258-01


M.P.: Jaime Alberto Saraza Naranjo.
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